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3.  Otras disposiciones

 CONSEJERÍA DE LA PRESIDENCIA

RESOLUCIÓN de 19 de julio de 2010, de la Se-
cretaría General Técnica, por la que se emplaza a 
terceras personas interesadas en el recurso contencioso-
administrativo núm. 529/2010, interpuesto ante la Sec-
ción Primera de la Sala de lo Contencioso-Administra-
tivo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía con 
sede en Sevilla.

Ante la Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía 
con sede en Sevilla, se ha interpuesto por doña Noemí Her-
nández Martínez, en nombre y representación de la entidad 
Trade Bump, S.L., recurso contencioso-administrativo, proce-
dimiento ordinario núm. 529/2010, Negociado E.

El citado recurso se interpone contra la resolución de 8 de 
abril de 2010 de la Consejera de la Presidencia, por la que se 
desestima el recurso de alzada interpuesto contra la medida 
provisional de cese de la actividad presuntamente infractora, 
adoptada en la resolución de la Directora General de Comu-
nicación Social de 10 de diciembre de 2009, por la que se 
inicia el expediente sancionador S.2009/017TV, incoado por 
la presunta emisión de señales de televisión local por ondas 
terrestres sin el preceptivo título administrativo habilitante, a la 
que se extiende el recurso.

En consecuencia y de conformidad con lo ordenado por el 
órgano jurisdiccional,

HE RESUELTO

Primero. Anunciar la interposición del recurso conten-
cioso-administrativo número 529/2010 y ordenar la remisión 
del expediente administrativo a la Sección Primera de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus-
ticia de Andalucía con sede en Sevilla.

Segundo. Publicar la presente Resolución en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía para que, de conformidad con 
lo previsto en los artículos 48 y 49 de la Ley 29/1998, de 13 
de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra-
tiva, y con lo ordenado por el órgano jurisdiccional, emplazar a 
cuantos resulten interesados en el expediente, a fin de que, si 
lo estimasen conveniente a sus intereses, puedan comparecer 
y personarse en legal forma, en el plazo de los nueve días 
siguientes a la publicación de esta Resolución, ante la citada 
Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, sita en Prado 
de San Sebastián, s/n, en Sevilla.

Sevilla, 19 de julio de 2010.- El Secretario General
Técnico, Celso Fernández Fernández. 

 CONSEJERÍA DE GOBERNACIÓN Y JUSTICIA

ORDEN de 18 de junio de 2010, por la que se 
aprueban los Estatutos del Colegio Oficial de Diploma-
dos en Trabajo Social y Asistentes Sociales de Sevilla 
y se dispone su inscripción en el Registro de Colegios 
Profesionales de Andalucía.

El Estatuto de Autonomía para Andalucía, aprobado por 
la Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, dispone en su artícu-

lo 79.3.b) que la Comunidad Autónoma de Andalucía tiene 
competencia exclusiva en materia de Colegios Profesiona-
les y ejercicio de las profesiones tituladas sin perjuicio de 
lo dispuesto en los artículos 36 y 139 de la Constitución 
Española.

La Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora de los 
Colegios Profesionales de Andalucía, dictada en virtud de la ci-
tada competencia, establece en su artículo 22, que aprobados 
los Estatutos por el colegio profesional y previo informe del 
consejo andaluz de colegios de la profesión respectiva, si es-
tuviere creado, se remitirán a la Consejería con competencia 
en materia de régimen jurídico de colegios profesionales, para 
su aprobación definitiva mediante Orden de su titular, previa 
calificación de legalidad.

El Colegio Oficial de Diplomados en Trabajo Social y 
Asistentes Sociales de Sevilla, ha presentado sus Estatutos 
aprobados por la Asamblea General Extraordinaria de Co-
legiados celebrada el 25 de mayo de 2010, e informados 
favorablemente por el Consejo Andaluz de Colegios de la 
profesión.

En virtud de lo anterior, de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 22 de la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, reguladora 
de los Colegios Profesionales de Andalucía, y el artículo 18 del 
Reglamento de Colegios Profesionales de Andalucía, aprobado 
por Decreto 216/2006, de 12 de diciembre, y con las atribu-
ciones conferidas por el Decreto 132/2010, de 13 de abril, por 
el que se establece la Estructura Orgánica de la Consejería de 
Gobernación y Justicia,

D I S P O N G O

Primero. Se aprueban los Estatutos del Colegio Oficial de 
Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales de Sevilla, 
adaptados a la normativa vigente en materia de colegios profe-
sionales en Andalucía que se insertan como anexo, y se ordena 
su inscripción en la Sección Primera del Registro de Colegios 
Profesionales de Andalucía. 

Segundo. La presente Orden se notificará a la Corpora-
ción profesional interesada y será publicada, junto al texto es-
tatutario que se aprueba, en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía.

Contra esta Orden, que pone fin a la vía administrativa, 
se podrá interponer recurso potestativo de reposición ante 
este Órgano, en el plazo de un mes contado a partir del día 
siguiente a su publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía, o interponer, directamente, el recurso conten-
cioso-administrativo ante los correspondientes Órganos de 
este Orden jurisdiccional, en el plazo de dos meses contados 
desde el día siguiente al de la publicación de esta Orden en el 
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, todo ello de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 115 de la Ley 9/2007, de 22 
de octubre, de Administración de la Junta de Andalucía, los 
artículos 116 y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y en el artículo 46.1 de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 18 de junio de 2010

LUIS PIZARRO MEDINA
Consejero de Gobernación y Justicia
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A N E X O

ESTATUTOS DEL COLEGIO OFICIAL DE DIPLOMADOS
EN TRABAJO SOCIAL Y ASISTENTES SOCIALES DE SEVILLA

Í N D I C E

TÍTULO I. DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. Naturaleza Jurídica.
Artículo 2. Ámbito territorial.
Artículo 3. Autonomía del Colegio.
Artículo 4. Normativa reguladora.
Artículo 5. Relación con la Administración.
Artículo 6. Emblema oficial.
Articulo 7. Sede, domicilio y radicación. 

TÍTULO II. FINES Y FUNCIONES DEL COLEGIO OFICIAL
Artículo 8. Fines de carácter general. 
Artículo 9. Funciones y competencias.
Artículo 10. Interpretación. 

TÍTULO III. PRINCIPIOS DE GESTIÓN DEL COLEGIO
Artículo 11. Ventanilla única.
Artículo 12. Servicio de atención a los colegiados.
Artículo 13. Servicio de atención a la ciudadanía.
Artículo 14. Memoria anual. 

TÍTULO IV. DE LA PROFESIÓN DEL TRABAJO SOCIAL

Capítulo I. La profesión del Trabajo Social.
Artículo 15. Concepto de la profesión del Trabajo Social.
Artículo 16. Modalidades del ejercicio profesional.
Artículo 17. Publicidad de los servicios.
Artículo 18. Honorarios.

Capítulo II. Facultades y funciones profesionales.
Artículo 19. Facultades generales.
Artículo 20. Facultades específicas.
Artículo 21. Funciones profesionales.
Artículo 22. Instrumentos de la Profesión.

Capítulo III. Del ejercicio de la profesión.
Artículo 23. Requisitos del ejercicio de la Profesión.
Artículo 24. Solicitud de Colegiación.
Artículo 25. Resolución sobre la colegiación.
Artículo 26. Adquisición de la condición de colegiada/o.
Artículo 27.  Pérdida de la condición de colegiada/o, e inhabi-

litación.
Artículo 28. Colegiada/o no ejerciente.

Capítulo IV. Derechos y deberes de las/los colegiadas/os.
Artículo 29. Derecho de las/los colegiadas/os.
Artículo 30. Deberes de las/los colegiadas/os.

TÍTULO V. DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO
Artículo 31. Organización del Colegio.

Capítulo I. La Asamblea General.
Articulo 32. Composición y naturaleza.
Artículo 33. Convocatoria. Tiempo y lugar.
Artículo 34. Funcionamiento.
Artículo 35.  Constitución y formación de acuerdos/toma de 

decisiones.
Artículo 36. Actas.
Artículo 37. Funciones de la Asamblea General.

Capítulo II. La Junta de Gobierno.
Artículo 38. Naturaleza y composición.
Artículo 39. Funcionamiento.
Artículo 40. Funciones.
Artículo 41. El/a Presidente/a del Colegio.
Artículo 42. El/a Vicepresidente/a del Colegio.
Artículo 43. El/a Secretario/a del Colegio.

Artículo 44. El/a Tesorero/a del Colegio.
Artículo 45. Los Vocales de la Junta de Gobierno.
Articulo 46. Las comisiones y grupos de trabajo.

Capítulo III. La elección de la Junta de Gobierno.
Artículo 47. Condiciones de elección.
Artículo 48. Electores.
Articulo 49. Procedimiento electoral.
Artículo 50. Ausencia de candidaturas.
Artículo 51. Única candidatura.
Articulo 52. De los ceses.
Articulo 53. Junta Gestora.

Capítulo IV. La moción de censura.
Artículo 54. Moción de censura.

TÍTULO VI. RÉGIMEN ECONÓMICO Y FINANCIERO.
Artículo 55. Capacidad patrimonial.
Artículo 56. Recursos económicos ordinarios.
Artículo 57. Recursos económicos extraordinarios.

TÍTULO VII. DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Capítulo I. Tipificación de infracciones y sanciones.
Artículo 58. Potestades disciplinarias.
Artículo 59. Infracciones.
Artículo 60. Sanciones.
Artículo 61. Prescripción.

Capítulo II. Procedimiento sancionador.
Artículo 62. Actuaciones previas y expediente sancionador.
Artículo 63. Resolución de expedientes.

TÍTULO VIII.  EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS COLE-
GIALES.

Artículo 64. Eficacia en los actos y acuerdos.
Artículo 65. Libro de actas.
Artículo 66. Nulidad de pleno derecho.
Artículo 67. Anulabilidad.
Artículo 68. Recursos.

TÍTULO IX. DE LAS DISTINCIONES Y PREMIOS.
Artículo 69. Regulación.

TÍTULO X. DISOLUCIÓN DEL COLEGIO
Artículo 70. Disolución.

TÍTULO XI. FUSIÓN Y SEGREGACIÓN
Artículo 71. Fusión y segregación.

TÍTULO XII.  DE LA MODIFICACIÓN DEL ESTATUTO PARTICULAR 
DEL COLEGIO

Artículo 72. Procedimiento.

Disposición transitoria.
Disposición derogatoria.
Disposición final.

TÍTULO 1. DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Naturaleza Jurídica.
El Colegio Oficial de Diplomados en Trabajo Social y Asis-

tentes Sociales de Sevilla, creado por Ley 10/82, de 13 de 
abril, es una Corporación de Derecho Público, con persona-
lidad jurídica propia y plena capacidad de obrar en el lícito 
cumplimiento de sus fines, amparada por la Ley y reconocida 
por el Estado y la Comunidad Autónoma Andaluza.

Artículo 2. Ámbito territorial.
El Colegio Oficial de Diplomados en Trabajo Social y Asis-

tentes Sociales de Sevilla, como Corporación representativa 
de la profesión, se extiende al ámbito territorial de la provincia 
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de Sevilla e integra a quienes posean el título de Diplomado 
Universitario en Trabajo Social y/o de Asistentes Sociales y 
Graduados en Trabajo Social, con validez oficial según el Or-
denamiento Jurídico, desarrollen las actividades propias de 
su profesión en el ámbito de la provincia de Sevilla y tengan 
su domicilio profesional único o principal en la referida pro-
vincia, de acuerdo con las normas vigentes sobre colegiación 
establecidas por el Estado y por la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.

Artículo 3. Autonomía del Colegio.
El Colegio de Sevilla es autónomo en su ámbito de ac-

tuación, integrándose en el Consejo Andaluz de Colegios Ofi-
ciales de Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales 
y en el Consejo General de Colegios Oficiales de Diplomados 
en Trabajo Social y Asistentes Sociales, según sus respectivas 
normas reguladoras.

En el ámbito de su autonomía, para el cumplimiento de 
sus fines podrá a título oneroso o lucrativo enajenar, vender, 
gravar, poseer y reivindicar toda clase de bienes y derechos, 
contraer obligaciones y ejercer cuantas acciones procedan en 
su defensa, a través de sus órganos de gobierno, cuyas estruc-
turas representativas están constituidas democráticamente.

Artículo 4. Normativa reguladora.
El Colegio se regirá, en el marco de la legislación básica 

del Estado, por lo dispuesto en la Ley 10/2003, de 6 de no-
viembre, reguladora de los Colegios Profesionales de Andalu-
cía y sus normas de desarrollo, por su Ley de creación, por 
la Ley 17/2009, de 23 de noviembre sobre libre acceso a las 
actividades de servicio y su ejercicio y por la Ley 2/1974, de 
13 de febrero, sobre Colegios Profesionales. 

De igual forma, se regirá por los presentes Estatutos y los 
reglamentos de régimen interno que lo desarrollen, así como 
por los acuerdos de sus órganos de gobierno y por los acuer-
dos que adopten el Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de 
Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales y por el 
Consejo General de Colegios Oficiales de Diplomados en Tra-
bajo Social y Asistentes Sociales, en el ámbito de sus respec-
tivas competencias.

De acuerdo con el artículo 15 de la Ley 2/1974, de 13 de 
febrero, el Colegio se rige por el principio de igualdad de trato 
y no discriminación en el acceso y ejercicio de la profesión 
colegiada.

Artículo 5. Relación con la Administración.
El Colegio se relacionará con las Administraciones Públi-

cas, a través del Consejo General y del Consejo Andaluz en 
sus respectivos ámbitos territoriales y directamente con los 
que tengan competencias en Sevilla y provincia, en cualquier 
nivel funcional.

Artículo 6. Emblema oficial.
El emblema profesional es el descrito en la Orden Minis-

terial de 25 de octubre de 1966 circundado por la leyenda «Di-
plomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales de Sevilla», 
sin perjuicio de que el Colegio utilice otras imágenes en su 
difusión corporativa.

Artículo 7. Sede, domicilio y radicación.
La sede social del Colegio radicará en la ciudad de Sevilla, 

en la Avda. San Francisco Javier, 24, 1.ª planta, módulos 5-11, 
pudiendo designarse otra sede por acuerdo de la Junta de Go-
bierno del Colegio sin necesidad de modificar este Estatuto.

Los órganos y servicios colegiales radicarán en la sede 
del mismo. No obstante, la Junta de Gobierno podrá dispo-
ner o autorizar que dichos órganos o servicios se reúnan o se 
presten, en casos determinados, fuera de la sede del Colegio.

TÍTULO II. FINES Y FUNCIONES DEL COLEGIO OFICIAL

Artículo 8. Fines de carácter general.
Son fines esenciales del Colegio: la ordenación del ejerci-

cio de la actividad profesional, dentro del marco legal vigente 
y en el ámbito de sus competencias , la representación institu-
cional exclusiva de la profesión en Sevilla, con sujeción a lo dis-
puesto en el apartado tercero del artículo 1 de la Ley 2/1974, 
de 13 de febrero, de Colegios Profesionales, velar por el ade-
cuado nivel de calidad de las prestaciones profesionales de 
sus colegiados, la defensa de los intereses profesionales de 
los colegiados y la protección de los intereses de los consu-
midores y usuarios de los servicios del Colegio Oficial y la pro-
tección de los intereses de los consumidores y usuarios de los 
servicios de sus colegiados, sin perjuicio de la competencia de 
las Administraciones Públicas por razón de la relación funcio-
narial; la observancia de los principios jurídicos, éticos y deon-
tológicos y la formación permanente de los colegiados.

Artículo 9. Funciones y competencias.
En su ámbito de actuación, corresponde al Colegio Oficial 

de Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales de Sevi-
lla el ejercicio de las siguientes funciones:

Ostentar la representación y defensa de la profesión en 
los términos que establezcan las leyes para el cumplimiento 
de sus fines, ante las Administraciones, Instituciones, Tribu-
nales, Entidades, particulares, etc., incluyendo la legitimación 
para ser parte en cuanto litigios afecten a los intereses profe-
sionales, pudiendo ejercitar las acciones legales que resulten 
procedentes, con la posibilidad de ejercer el derecho de peti-
ción, de conformidad con la Ley, así como impulsar todas las 
reformas legislativas que considere convenientes en defensa 
de la profesión y de los colegiados.

Cuantas funciones redunden en beneficio de la protec-
ción de los intereses de los ciudadanos, los consumidores y 
usuarios de los servicios de sus colegiados.

Desarrollar aquellas que le encomienden las Administra-
ciones Públicas, colaborando con ellas mediante la realización 
de estudios, emisión de informes, elaboración de estadísticas 
y otras actividades relacionadas con sus fines que puedan ser-
les solicitadas o acuerden formular por propia iniciativa, así 
como informar sobre proyectos normativos que se refieran a 
las condiciones de acceso y ejercicio de la profesión.

Participar en los Consejos y Organismos consultivos de 
las Administraciones Públicas, en materias de competencia de 
la profesión, cuando esta participación sea preceptiva o lo re-
quiera la Administración Pública correspondiente, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 18.2.r) de la Ley 10/2003, de 6 
de noviembre, de Colegios Profesionales de Andalucía.

Participar en la elaboración de los Planes de Estudios de 
los Centros Universitarios y Docentes de Sevilla correspon-
dientes a la profesión y, en su caso, informar las normas de 
organización de los centro docentes, manteniendo contacto 
permanente con los mismos; así como preparar la información 
necesaria para facilitar el acceso a la actividad de los nuevos 
profesionales, en especial colaboración con las Universidades 
que impartan docencia en Sevilla.

Promover la dignificación social y económica de los cole-
giados, procurando su formación permanente e integral.

Promover la acción asociada de individuos, grupos y 
comunidades sevillanas afectadas por un conflicto social, al 
objeto de lograr su participación activa para transformar su 
situación.

Facilitar a los Tribunales con jurisdicción en esta provincia 
la relación de colegiados que pudieran ser requeridos para in-
tervenir como peritos en asuntos judiciales o designarlos por sí 
mismo, según proceda.

Regular y ordenar la actividad profesional de los colegia-
dos en el ámbito de sus competencias, velando por la ética y 
dignidad profesional, por el debido respeto a los derechos de 
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los particulares, así como ejercer la facultad disciplinaria en el 
orden colegial y profesional.

Proponer y, en su caso, adoptar las medidas necesarias 
para evitar el intrusismo profesional y la competencia desleal, 
ejerciendo al respecto las acciones legales pertinentes.

Organizar actividades y servicios comunes para los co-
legiados de carácter cultural, asistencial, de formación y de 
previsión o análogos, de interés para los colegiados, ya sea 
directamente, ya sea por medio de acuerdos o convenios con 
entidades e instituciones, contribuyendo a su sostenimiento 
económico mediante los recursos necesarios.

Procurar la colaboración entre los colegiados de Sevilla 
y de otras corporaciones, impidiendo la competencia desleal 
entre ellos.

Intervenir como mediador y en procedimientos de arbitraje 
en los conflictos que, por motivos profesionales, se susciten 
entre los colegiados, entre los colegiados y los ciudadanos, y 
entre éstos cuando lo decidan libremente, todo ello de acuerdo 
con la normativa estatal vigente en materia de arbitraje.

Establecer servicios para el cobro de honorarios de los 
colegiados que así lo demanden así como informar en proce-
dimientos judiciales o administrativos en los que se discutan 
aquellos.

Visar los trabajos profesionales de acuerdo con lo que se 
determine legalmente, cuando se solicite expresamente por 
los clientes de los colegiados o por las Administraciones Públi-
cas. En caso de ser preceptivo el visado su coste será razona-
ble y no discriminatorio. El Colegio Oficial publicará los precios 
aplicables y el visado podrá tramitarse por vía telemática.

Aprobar anualmente sus presupuestos, fijando las obliga-
das aportaciones económicas de los colegiados.

Designar a sus representantes en el Consejo Andaluz y en 
cuantos órganos sea preciso. 

Colaborar con el Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de 
Diplomados en Trabajo Social y Asistentes Sociales en el cum-
plimiento de sus fines, impulsando su actuación desde Sevilla, 
así como la promoción de los profesionales andaluces.

Elaborar y aprobar su Estatuto Particular, así como las 
modificaciones del mismo; redactar y aprobar sus reglamen-
tos de régimen interior y adoptar acuerdos para el desarrollo 
de sus competencias.

Llevar un registro de todos los colegiados, en el que 
conste, al menos, testimonio del título académico oficial, la 
fecha de alta en el Colegio, el domicilio profesional y de resi-
dencia, la firma actualizada y cuantas circunstancias afecten a 
su habilitación para el ejercicio profesional, sin perjuicio de lo 
que al respecto regula la Ley de Protección de Datos.

Cumplir y hacer cumplir a los colegiados las Leyes, el 
Estatuto Particular del Colegio y los reglamentos de régimen 
interior, así como los acuerdos adoptados por los órganos co-
legiales en las materias de su competencia.

Adoptar las medidas necesarias para garantizar que los/as 
colegiados/as cumplan con la obligación que tienen de suscri-
bir un seguro que cubra los riesgos por responsabilidad civil 
en que pudieran incurrir como consecuencia del ejercicio de 
la profesión. 

Velar porque la conducta de los colegiados en materia de 
comunicaciones comerciales sea ajustada a lo dispuesto en 
la Ley.

Elaborar código deontológico de la profesión en el ámbito 
de sus competencias, de conformidad con las leyes vigentes.

Ejercer cuantas funciones puedan redundar en beneficio 
de los colegiados y de la profesión en general y cualesquiera le 
encomienden las disposiciones legales.

Atender las solicitudes de información sobre sus colegia-
dos y sobre las sanciones firmes a ellos impuestas, así como 
las peticiones de inspección o investigación que les formule 
cualquier autoridad competente de un Estado miembro de la 
Unión Europea en los términos previstos en la Ley 17/2009, 
de 23 de noviembre, en particular en lo que se refiere a que 

las solicitudes de información y de realización de controles, 
inspecciones e investigaciones estén debidamente motivadas 
y que la información obtenida se emplee únicamente para la 
finalidad para la que se solicitó.

Artículo 10. Interpretación. 
Corresponde a la Asamblea General y a la Junta de Go-

bierno del Colegio la facultad de dictar disposiciones interpre-
tativas o aclaratorias de todas las normas comprendidas en 
el artículo 9, cualquiera que fuere su rango y aplicabilidad, a 
excepción de las que integren la legislación imperativamente 
aplicable.

El contenido de esas disposiciones se integrará con el de 
la norma interpretada o aclarada, y será de obligado acata-
miento para todos los órganos del Colegio o para sus colegia-
das/os.

Las disposiciones interpretativas o aclaratorias dictadas 
por la Asamblea General prevalecerán sobre las dictadas por 
la Junta de Gobierno. 

TÍTULO III. PRINCIPIOS DE GESTIÓN DEL COLEGIO

Artículo 11. Ventanilla única.
El Colegio Oficial dispondrá de una página web para que, 

a través de la ventanilla única prevista en la Ley 17/2009, de 
23 de noviembre, los profesionales puedan realizar los trámi-
tes necesarios para la colegiación, el ejercicio de la profesión 
y su baja en el Colegio a través de un único punto de acceso, 
por vía electrónica y a distancia.

A través de la citada ventanilla única, los profesionales 
podrán:

Obtener los formularios necesarios y la información sufi-
ciente para el acceso a la actividad profesional y su ejercicio.

Presentar la documentación y solicitudes necesarias, in-
cluyendo las que se exijan para su colegiación.

Conocer el estado de tramitación de los procedimientos 
en que se acredite la calidad de interesado y recibir notifica-
ciones referidas a los actos de trámite preceptivos y su resolu-
ción por el Colegio.

Recibir notificaciones de expedientes disciplinarios a los 
que estén sometidos, cuando no fuera posible efectuarlas por 
otros medios y sin perjuicio de que se documenten las actua-
ciones de forma fehaciente por el Colegio.

Recibir las convocatorias para las Asambleas Generales, 
Ordinarias y Extraordinarias.

Recibir comunicaciones e información sobre las activida-
des públicas y privadas del Colegio.

A través de la ventanilla única, con el fin de garantizar los 
derechos de los consumidores y usuarios, el Colegio ofrecerá 
la siguiente información:

Acceso al Registro de colegiados actualizado y que con-
tendrá, al menos, los siguientes datos: nombre y apellidos de 
los profesionales colegiados, número de colegiación, títulos 
oficiales que posean, domicilio profesional, datos de contacto 
y situación de habilitación profesional.

Acceso al Registro de Sociedades Profesionales conforme 
a las normas que le son de aplicación.

Información sobre las vías de reclamación y recursos que 
pueden interponerse en caso de conflicto entre un consumidor 
o usuario y un colegiado o el Colegio Profesional.

Información sobre los datos de las Asociaciones de Con-
sumidores y Usuarios a las que los destinatarios de los servi-
cios profesionales pueden dirigirse para obtener asistencia.

Información sobre el contenido de los Códigos Deontoló-
gicos Profesionales.

Artículo 12. Servicio de atención a los colegiados.
El Colegio atenderá las quejas y reclamaciones presenta-

das por los colegiados, determinando los procedimientos a se-
guir en estos casos, mediante la aprobación por su Asamblea 
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General de los reglamentos internos oportunos a los que se 
dará debida publicidad.

Artículo 13. Servicio de atención a la ciudadanía.
El Colegio dispondrá de un servicio de atención a los 

consumidores o usuarios que tramitará y resolverá las que-
jas y reclamaciones referidas a la actividad profesional de los 
colegiados y que formulen los consumidores y ususarios que 
contraten servicios profesionales o las Asociaciones de Con-
sumidores y Usuarios, en su representación o defensa de sus 
intereses.

El Colegio, a través de este servicio de atención a los con-
sumidores o usuarios resolverá sobre la queja o reclamación 
según proceda: informando sobre el sistema extrajudicial de 
resolución de conflictos, remitiendo el expediente a los órga-
nos colegiales competentes para instruir expediente informa-
tivo o disciplinario o adoptando cualquier otra decisión con-
forme a derecho.

La regulación del servicio de atención a los consumidores 
o usuarios habrá de prever la presentación de quejas o recla-
maciones por vía electrónica y a distancia.

Artículo 14. Memoria anual.
El Colegio está sujeto al principio de transparencia en su 

gestión, por ello queda obligado a elaborar una memoria anual 
que contendrá la siguiente información:

Informe anual de la gestión económica, incluyendo los 
gastos de personal desglosados y especificando las retribucio-
nes de los miembros de su Junta de Gobierno en razón de su 
cargo.

Importe de las cuotas percibidas, desglosadas por con-
ceptos y por el tipo de servicios prestados, así como los crite-
rios para su cálculo y aplicación.

Información agregada y estadística relativa a los procedi-
mientos informativos y sancionadores en su fase de instruc-
ción o que hayan alcanzado firmeza, de acuerdo en todo caso, 
con la legislación sobre protección de datos de carácter per-
sonal.

Información agregada y estadística relativa a quejas y 
reclamaciones presentadas por los consumidores o usuarios 
o sus organizaciones representativas, así como sobre su tra-
mitación y los motivos de estimación o desestimación de la 
queja o reclamación, con respeto en todo caso, a la legislación 
sobre protección de datos de carácter personal.

Modificaciones en el contenido de los Códigos Deontoló-
gicos.

Normas sobre incompatibilidades y situaciones de conflic-
tos de intereses en que se encuentren los miembros de su 
Junta de Gobierno.

Información estadística sobre la actividad de visado.
La memoria anual se hará pública a través de la página 

web del Colegio dentro del primer semestre de cada año.

TÍTULO IV. DE LA PROFESIÓN DEL TRABAJO SOCIAL

Capítulo I. La profesión del Trabajo Social

Artículo 15. Concepto de la profesión del Trabajo Social.
La profesión del Trabajo Social se ejerce en régimen de 

libre y leal competencia mediante la aplicación de la ciencia y 
la técnica del Trabajo Social por quienes se hallen en posesión 
del Título de Diplomado en Trabajo Social, Asistente Social o 
Graduado en Trabajo Social.

El Trabajo Social es la disciplina de la que se deriva la 
actividad profesional de trabajador social y tiene por objeto la 
intervención social ante las necesidades sociales para promo-
ver el cambio, la resolución de los problemas en las relaciones 
humanas y el fortalecimiento y la libertad de la sociedad para 
incrementar el bienestar, mediante la utilización de teorías so-
bre el comportamiento humano y los sistemas sociales y apli-

cando la metodología específica en la que intervenga el trabajo 
social de caso, grupo y comunidad. El Trabajo Social interviene 
en donde las personas interactúan con su entorno, siendo sus 
principios los derechos humanos y la justicia social.

Artículo 16. Modalidades del ejercicio profesional.
La actividad profesional podrá desarrollarse por cuenta 

propia o ajena bajo las modalidades de contratación laboral o 
administrativa o según el estatuto funcionarial.

El ejercicio profesional en forma societaria se regirá por lo 
previsto en las leyes y las normas colegiales no establecerán 
restricciones a ello.

Los requisitos que obliguen a ejercer de forma exclusiva 
una profesión o que limiten el ejercicio conjunto de una o más 
profesiones, serán solo los que se establezcan por Ley.

Artículo 17. Publicidad de los servicios.
El Trabajador Social que ejerza la profesión por cuenta 

propia podrá realizar por sí mismo o, con su previa autoriza-
ción, por otros, la publicidad de sus servicios profesionales 
con absoluto respeto, en cualquier caso, a la dignidad de las 
personas, al secreto profesional y a la Ley de Defensa de la 
Competencia.

Los profesionales que presten servicios en gabinetes co-
lectivos o empresas, deberán velar porque la publicidad de 
dichas entidades efectúen sobre servicios directa o indirecta-
mente relacionados con su profesión, obedezcan a criterios de 
veracidad y objetividad y cumplan la normativa deontológica 
en esta materia.

Artículo 18. Honorarios.
El Trabajador Social que ejerza por cuenta propia su 

profesión tiene derecho a una compensación económica por 
parte de las personas o entidades que requieran sus servicios 
profesionales, así como al reintegro de los gastos que de dicha 
prestación se deriven.

La cuantía de los honorarios será libremente convenida en-
tre el usuario y el profesional, con respeto en todo caso, a las 
normas deontológicas y de defensa de la competencia en vigor.

Capítulo II. Facultades y funciones profesionales

Artículo 19. Facultades generales.
Los Trabajadores Sociales están facultados para ejercer 

las funciones que les otorga su saber teórico científico y, con 
carácter general, se dedican al fomento del bienestar de las 
personas y a potenciar su realización, además de a desarrollar 
y aplicar su disciplina científica tanto en las relaciones huma-
nas y sociales, como a los servicios sociales destinados a sa-
tisfacer las necesidades sociales de individuos y grupos.

Los Trabajadores Sociales, además, ejercen funciones 
que se orientan a:

Ayudar a las personas a desarrollar las capacitaciones 
que les permitan resolver problemas sociales individuales y 
colectivos.

Promover la integración y el desarrollo individual de las 
personas.

Promover y actuar para el establecimiento de servicios y 
políticas sociales adecuadas o de alternativas para los recur-
sos socioeconómicos existentes.

Facilitar información y conexiones sociales con los orga-
nismos de recursos socioeconómicos.

Para todo ello, los Trabajadores Sociales tienen faculta-
des para planificar, programar, proyectar, calcular, aplicar, co-
ordinar y evaluar los servicios y políticas sociales destinados 
a personas, grupos y comunidades; así como para canalizar 
recursos y prestaciones a todos los sectores de la población, 
realizando estudios sobre planificación, desarrollo, evaluación 
y programación de las políticas sociales.
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Artículo 20. Facultades específicas.
Los Trabajadores Sociales están facultados de manera 

concreta, exclusiva y específica para la utilización y aplicación 
de los instrumentos propios del Trabajo Social propuestos para 
el tratamiento, formulación de pronósticos y resolución técnica 
de los problemas sociales, emitiendo y firmando el informe so-
cial pertinente, tras la verificación de la información obtenida.

También están facultados para emitir los dictámenes 
profesionales que les sean requeridos y se les encomienden 
por los consumidores o usuarios de sus servicios, personas 
físicas o jurídicas, entidades públicas o privadas y por las Ad-
ministraciones Públicas en general; así como para intervenir y 
comparecer como peritos en procesos y actuaciones judiciales 
de cualquier índole y ámbito jurisdiccional donde sea precisa 
la práctica de su pericia profesional conforme a las reglas del 
Trabajo Social.

Artículo 21. Funciones profesionales.
Conforme a lo dispuesto en los Estatutos Generales de los 

Colegios Oficiales de Trabajo Social las funciones a desarrollar 
por los Trabajadores Sociales en su ejercicio profesional, tanto 
por cuenta propia como ajena son las de: prevención, aten-
ción directa a individuos o grupos, planificación a nivel micro 
y macrosocial, docente, de promoción e inserción social, de 
mediación, de supervisión de programas y servicios, evalua-
ción, gerencia de centros, programas y servicios, investigación 
y coordinación de profesionales.

Artículo 22. Instrumentos de la profesión.
Son instrumentos propios de del Trabajador Social en el 

ejercicio de su profesión:
Historia social. Es el documento en el que se registran ex-

haustivamente los datos personales, familiares, sanitarios, de 
vivienda, económicos, laborales, educativos y otros siginificati-
vos de la situación socio-familiar de un usuario, su demanda, 
el diagnóstico, intervención social y evolución de la situación.

Informe social. Es el dictamen técnico que sirve de ins-
trumento documental que elabora y firma con su número de 
colegiado con carácter exclusivo. Su contenido deriva del estu-
dio, observación y entrevistas y refleja la situación estudiada, 
su valoración, dictamen técnico y propuesta de intervención 
profesional.

Ficha social. Es el instrumento científico que sirve para 
identificar situaciones sociales y permite elaborar un diagnós-
tico social.

Proyecto de intervención social. Es el diseño que com-
prende una evaluación y diagnóstico de situación y personas, 
grupo o comunidad con quienes actuar, una determinación de 
objetivos operativos, actividades, utilización de recursos y cri-
terios de evaluación.

Capítulo III. Del ejercicio de la profesión

Artículo 23. Requisitos del ejercicio de la profesión.
Son requisitos para el ejercicio de la profesión en la Pro-

vincia de Sevilla, de acuerdo con las normas vigentes sobre 
colegiación establecidas por el Estado y por la Comunidad Au-
tónoma de Andalucía:

Hallarse en posesión del título oficial de Diplomado en 
Trabajo Social y/o Asistente Social y/o Graduado en Trabajo 
Social.

Incorporarse al Colegio de Sevilla si en su ámbito radica 
el domicilio profesional principal o único. En caso de ejercicio 
profesional en el ámbito de este Colegio estando ya inscrito en 
otro Colegio Oficial, a los efectos de ejercer las competencias 
de ordenación y potestad disciplinaria que corresponden al 
Colegio Oficial de Sevilla, en beneficio de los consumidores y 
usuarios, se arbitrarán los oportunos mecanismos de coopera-
ción y comunicación con los restantes Colegios Oficiales. Ello 
no implicará el pago de contraprestación alguna distinta a las 
que habitualmente se exija a los colegiados en Sevilla. En el 

caso de desplazamiento temporal de un profesional de otro 
Estado miembro de la Unión europea, se estará a lo dispuesto 
en la normativa vigente en aplicación del derecho Comunitario 
relativo al reconocimiento de cualificaciones. 

No padecer impedimentos físicos o mentales que por su 
objetiva naturaleza imposibiliten el cumplimiento de las funcio-
nes propias de la profesión, según declaración del tribunal o 
comisión que en cada caso se determine.

No hallarse inhabilitado ni suspendido para el ejercicio 
profesional en virtud de Sentencia firme, ni sancionado por el 
Colegio a esos fines.

Satisfacer y estar al corriente de pago de las cuotas y 
cargas colegiales, en la forma prevista en estos Estatutos y 
normas que los desarrollen.

Artículo 24. Solicitud de Colegiación.
Para incorporarse al Colegio Oficial de Diplomados en 

Trabajo Social y Asistentes Sociales de Sevilla, deberá el inte-
resado acreditar los siguientes requisitos:

Presentar la correspondiente solicitud dirigida al Presi-
dente de la Junta de Gobierno, acompañando el título univer-
sitario o certificado académico oficial equivalente junto con 
el recibo de haber satisfecho los derechos de expedición del 
título; la resolución de reconocimiento de la titulación equiva-
lente para profesionales de la Unión Europea; o la resolución 
de convalidación de estudios para profesionales con títulos ex-
pedidos por países no miembros de la Unión Europea.

Presentar la documentación que acredite sus altas fisca-
les y en Seguridad Social, o justificar las causas de exención 
de tales obligaciones si se trabaja por cuenta ajena o se está 
en situación de desempleo.

Abonar la cuota de inscripción o traslado, acreditando si 
ya se ha estado inscrito en otro Colegio, estar al corriente del 
pago de las cuotas en la Corporación de origen. La cuota de 
inscripción no podrá superar en ningún caso los costes asocia-
dos a su tramitación. 

El Colegio, conforme al artículo 11.1 de estos Estatutos, 
dispondrá de los medios necesarios para que los solicitantes 
puedan tramitar la colegiación por vía telemática.

Artículo 25. Resolución sobre la colegiación.
El Colegio habrá de dictar resolución sobre la colegiación 

dentro del plazo de tres meses desde que se hubiere presentado 
la solicitud, cumpliendo todos los requisitos exigidos para ella.

Transcurrido dicho plazo sin que se haya notificado a la 
persona solicitante la resolución expresa, se entenderá esti-
mada su solicitud de colegiación. Dicho acto presunto se re-
girá por lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.

No obstante, el Colegio podrá instrumentar reglamenta-
riamente un sistema de colegiación provisional por resolución 
del órgano que se determine, con efectos de colegiación hasta 
que se dicte la Resolución definitiva sobre la misma. 

Artículo 26. Adquisición de la condición de colegiada/o.
La adquisición de la condición de colegiado/a se hará 

efectiva mediante resolución expresa del Colegio, previa la 
constatación del cumplimiento de los requisitos previstos en 
el artículo anterior.

El expediente de alta podrá suspenderse por el tiempo 
necesario para que el solicitante aporte los documentos perti-
nentes, debiendo ser formalmente requerido para ello.

La colegiación se denegará por las causas previstas en 
estos Estatutos, siendo recurrible tal resolución en la forma 
prevista en el Título VIII y en el artículo 34 de los Estatutos 
del Consejo Andaluz, en la forma y plazos establecidos por la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común.
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En los casos de desplazamiento temporal de un profesio-
nal de otro Estado miembro de la Unión Europea, se estará a 
lo dispuesto en la normativa vigente sobre reconocimiento de 
cualificaciones.

Artículo 27. Pérdida de la condición de colegiada/o, e in-
habilitación.

La pérdida de la condición de colegiada/o se producirá en 
los siguientes supuestos:

Baja voluntaria por cese en el ejercicio de la profesión o 
por su incorporación a otro Colegio Oficial de Trabajo Social 
comunicada por el Colegiado/a.

Por impago de cuotas atrasadas correspondientes a tres 
períodos, previo requerimiento de pago. Se entenderá por pe-
ríodo a este efecto, el correspondiente a cada recibo que el 
Colegio gire a las/os colegiadas/os. El requerimiento habrá 
de comprender la indicación concreta de las cuotas atrasadas 
que hayan dado lugar al mismo, así como la consecuencia de 
baja si no fuere atendido; transcurrido un mes desde la no-
tificación del requerimiento al moroso, sin haberse abonado 
todas las cuotas señaladas en el mismo, se dictará el acto 
colegial de pérdida de la condición de colegiado, que tendrá 
efectos desde que se le notifique dicho acto. 

Ser condenado por Sentencia firme que conlleve la pena 
de inhabilitación para el ejercicio profesional, mientras no 
quede extinguida la responsabilidad.

Ser sancionado con la expulsión del Colegio de Sevilla, 
por resolución firme.

Por fallecimiento. 
Por incapacidad legal. 
En todos los casos el Colegio perseguirá en la forma más 

amplia que proceda en derecho, que quien cause baja no 
ejerza la profesión en el ámbito del mismo, comunicando a la 
Administración y a los Consejos Andaluz y Estatal los nombres 
de quienes pierdan la condición de Colegiado.

Artículo 28. Colegiada/o no ejerciente.
Quedan eximidos del pago de cuotas los colegiados que 

pasen a la situación de la jubilación.

Capítulo IV. Derechos y deberes de las/los colegiadas/os

Artículo 29. Derecho de los colegiadas/os
Son derechos de los colegiados/as de Sevilla:
Ejercer la profesión con plena libertad dentro del vigente 

marco jurídico, deontológico y estatutario.
Participar en la gestión corporativa, ejercer el derecho de 

petición y queja, voto, acceso a los puestos directivos y a los 
recursos.

Recabar y obtener del Colegio la asistencia y protección 
que pueda necesitar en el ejercicio de su profesión, así como 
cuando considere lesionados sus derechos profesionales o co-
legiales.

Participar, en el uso y disfrute de los bienes, servicios y 
actividades del Colegio en las condiciones establecidas para 
los mismos.

Ser informado semestralmente de la actuación del Colegio 
de forma permanente mediante las oportunas publicaciones. 
así como beneficiarse de las actividades y servicios comunes 
de interés para los/as colegiados/as de carácter profesional, 
formativo, cultural, asistencial y de prevención. 

Exigir del Colegio el visado de sus trabajos e informes pro-
fesionales, cuando así se determine legalmente.

Guardar el secreto profesional y ser amparado en su de-
fensa, sin perjuicio de las comunicaciones con otros profesio-
nales sobre el tratamiento de cada caso o intervención.

Ostentar el emblema profesional y utilizar el carnet pro-
fesional.

Inscribirse en los turnos de intervención que gestione el 
Colegio en la forma que se determine reglamentariamente. 

Cualesquiera otros que le vengan reconocidos por las dis-
posiciones legales y, en especial, el derecho de sufragio activo 
y pasivo en la elección de los miembros de los órganos de 
gobierno, el de promover la remoción de los titulares de los 
órganos de gobierno mediante el voto de censura, el de pro-
mover actuaciones de los órganos de gobierno por medio de 
iniciativas y el de crear agrupaciones representativas de intere-
ses específicos en el seno del Colegio.

Artículo 30. Deberes de las/los colegiadas/os.
Las/os colegiadas/os asumirán con la condición de tales, 

el deber de:
Ejercer las funciones profesionales de acuerdo con la 

ética, las normas deontológicas y de manera competente.
Ajustar su actuación a las exigencias legales y estatuta-

rias y someterse a los acuerdos adoptados por los órganos 
del Colegio.

Comparecer ante las comisiones, Junta de Gobierno o 
Asamblea cuando así sea requerido, salvo causa justificada.

Satisfacer las cuotas y demás cargas corporativas, ordina-
rias y extraordinarias, que en cada momento fije este Colegio.

Notificar al Colegio cualquier acto de intrusismo, ejercicio 
ilegal o competencia desleal de los que tenga conocimiento.

Actuar lealmente con los demás profesionales y con los 
órganos y empleados del Colegio.

Guardar el secreto profesional, sin perjuicio de las comu-
nicaciones interprofesionales encaminadas al correcto trata-
miento de los casos.

Cooperar con la Junta de Gobierno, facilitar la informa-
ción que se le demande en asuntos de interés profesional y 
participar en las actividades del Colegio.

Comunicar al Colegio los cambios de domicilio profesional.
Adecuar su situación a las normas fiscales, jurídicas o 

económicas vigentes en cada momento.
Adecuar sus conocimientos profesionales a las exigencias 

sociales. 
Cumplir estos Estatutos y sus normas de desarrollo, así 

como las resoluciones dictadas por los órganos del Colegio 
con reserva de los Recursos pertinentes.

Asistir a las Asambleas Generales.
Cualesquiera otros que deriven de las normas vigentes en 

cada momento, en especial tener cubierto mediante seguro 
los riesgos de responsabilidad civil.

TÍTULO V. DE LOS ÓRGANOS DE GOBIERNO

Artículo 31. Organización del Colegio.
Son órganos de gobierno de esta Corporación: La Asam-

blea General, como órgano máximo de decisión, y la Junta de 
Gobierno, como órgano representativo y de gestión.

Capítulo I. La Asamblea General

Artículo 32. Composición y naturaleza.
Pueden participar en ella todos los colegiados que estén 

en pleno ejercicio de sus derechos.
Está compuesta en cada sesión por el Presidente del Co-

legio, miembros de la Junta de Gobierno y todos los colegia-
dos presentes o legalmente representados.

Sus acuerdos, válidamente adoptados, obligan a todos los 
colegiados, incluso los que voten en contra, se abstengan o 
no asistan.

Artículo 33. Convocatoria. Tiempo y lugar.
La facultad de convocar la Asamblea General corresponde 

a la Junta de Gobierno. No obstante, la Junta de Gobierno ven-
drá obligada a convocar la Asamblea General en los siguientes 
supuestos:

a) Para dar cumplimiento a la aprobación del presupuesto 
y de las cuentas del Colegio.
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b) Además, cuando medie petición escrita de, al menos, 
el 10% de las personas colegiadas. 

La convocatoria deberá ir acompañada del orden del día 
comprensivo de los asuntos a tratar, así como del lugar, fecha 
y hora de la reunión. La convocatoria habrá de incluir, necesa-
riamente, los asuntos señalados en la solicitud a la que se ha 
hecho referencia en el apartado anterior.

La convocatoria se transmitirá a las personas colegiadas 
a través de los siguientes medios:

a) Directamente al domicilio que conste de los mismos en 
el Colegio, a través del sistema de ventanilla única por medio 
telemático, por correo, servicio de mensajería u otro análogo 
que deje acreditada su recepción, al menos con diez días na-
turales de antelación a la fecha de celebración de la Junta Ge-
neral de que se trate.

b) Mediante anuncio inserto en el tablón de anuncios del 
Colegio, con la misma antelación.

4. Desde la fecha de antelación indicada, estará a dis-
posición de las personas colegiadas en la sede del Colegio la 
documentación relativa a los asuntos comprendidos en el or-
den del día.

Artículo 34. Funcionamiento.
Las Asambleas, que podrán ser ordinarias o extraordina-

rias, serán convocadas por la Junta de Gobierno, previa cita-
ción personal a cada colegiado, adjuntando el correspondiente 
orden del día que deberá cursarse, al menos, con diez días 
naturales de antelación. En dicho plazo deberá estar a dispo-
sición de las personas colegiadas la documentación relativa a 
los asuntos comprendidos en el orden del día. 

Se celebrarán al menos dos Asambleas Ordinarias al año, 
una dentro del primer trimestre natural para la aprobación de 
las cuentas anuales y memoria de gestión; y otra dentro del 
último trimestre, para aprobar el presupuesto del siguiente 
ejercicio y el plan de actividades del siguiente año.

Las Asambleas Extraordinarias se convocarán cuando lo 
acuerde la Junta de Gobierno o cuando así lo solicite al menos 
el 10% del total de los colegiados según el censo oficial, de-
biendo formular escrito motivado y firmado en el que consten 
los asuntos a tratar.

El Presidente convocará de inmediato la Asamblea solici-
tada por los colegiados.

Todos los colegiados tienen el derecho a asistir con voz 
y voto a las Asambleas, admitiéndose el voto por delegación 
o representación, mediante autorización escrita para cada 
sesión y siempre para otro colegiado, sólo serán válidas las 
entregadas al Secretario antes de su inicio.

Artículo 35. Constitución y formación de acuerdos/toma 
de decisiones.

La Asamblea quedará válidamente constituida en primera 
convocatoria con la asistencia de la mitad más uno de los 
colegiados presentes o representados según el censo oficial 
del mes de celebración; y, media hora más tarde, en segunda 
convocatoria, con cuantos colegiados estén presentes o repre-
sentados.

Los acuerdos se adoptarán por mayoría simple de los/as
colegiados/as presentes o legalmentes representados/as, 
salvo lo dispuesto en los artículos 69 y 70, decidiendo los em-
pates el voto de calidad del Presidente.

El voto será secreto si así lo solicita algún asistente y sea 
aprobado por mayoría de los presentes en previa votación a 
mano alzada.

De cada sesión se levantará Acta, conteniendo las cir-
cunstancias de la sesión, asistentes, asuntos y deliberaciones, 
así como acuerdos adoptados, debiendo ser firmada por el 
Presidente, Secretario y tres colegiados asistentes elegidos 
por la propia Asamblea; siendo ejecutivos los acuerdos desde 
ese mismo momento.

Las actas se aprobarán en la siguiente reunión de la 
Asamblea quedando así reflejado en el correspondiente orden 
del día.

Artículo 36. Actas.
De cada reunión de Asamblea General se extenderá un 

acta que será aprobada en los quince días siguientes por 
quienes ostenten la Presidencia y la Secretaría del Colegio, 
quienes la firmarán seguidamente. En el caso de que en di-
cho plazo no se hubiere producido la aprobación del acta, la 
misma corresponderá a la Junta de Gobierno, y será firmada 
por la/el Presidenta/e y Secretaria/o del Colegio.

El acta recogerá una indicación sucinta del desarrollo de 
la reunión y los acuerdos adoptados. También recogerá las ob-
servaciones, reparos y votos contrarios formulados por las/os 
asistentes por escrito o verbalmente en el curso de la reunión, 
cuando los mismos pretendan su reflejo en el acta.

La/el Presidenta/e del Colegio se encuentra expresa-
mente facultado para elevar a instrumento público todos los 
acuerdos de la Asamblea General.

Las certificaciones de las actas, que se librarán en el plazo 
máximo de cinco días a partir de la recepción de la petición, 
deberán ser expedidas y firmadas por la/el Secretaria/o del 
Colegio con el visto bueno de la/el Presidenta/e del mismo. 

Artículo 37. Funciones de la Asamblea General.
Corresponde a la Asamblea General el ejercicio de las si-

guientes funciones:
Aprobar y reformar los Estatutos del Colegio, Reglamento 

de Régimen Interior y normas rectoras de organización y fun-
cionamiento del Colegio, así como sus modificaciones.

Aprobar los presupuestos, memoria anual de actividades 
del Colegio y la cuenta de ingresos y gastos.

Determinar las cuotas, cargas y aportaciones económicas 
que deba satisfacer cada colegiado.

Exigir responsabilidad de los miembros de la Junta de Go-
bierno promoviendo, en su caso, moción de censura.

Decidir sobre cuantos asuntos aparezcan en el orden del 
día fijado por la Junta de Gobierno y sobre cualesquiera afec-
ten a la vida colegial que le sean normativa o estatutariamente 
atribuidas.

Acordar la fusión, absorción y disolución del Colegio, dic-
tando las oportunas directrices para ello, siempre por mayoría 
cualificada de dos tercios de la Asamblea General.

Establecer las líneas generales de actuación del Colegio 
con el Consejo Andaluz, Consejo General y Administraciones 
Públicas.

Capítulo II. La Junta de Gobierno

Artículo 38. Naturaleza y composición.
La Junta de Gobierno es el órgano de representación y 

gestión del Colegio, al que corresponde, con sujeción al Orde-
namiento Jurídico y a los presentes Estatutos. 

La Junta está compuesta por un Presidente, Vicepresi-
dente, Secretario, Tesorero y, entre uno y cinco Vocales, en fun-
ción del número de personas colegiadas adscritas al Colegio.

Los miembros de la Junta, que deberán estar en pleno 
ejercicio de sus derechos civiles y corporativos, deberán tener 
su residencia en Sevilla y un mínimo de seis meses de cole-
giación.

Artículo 39. Funcionamiento.
La Junta deberá reunirse al menos una vez al mes, salvo 

en Agosto, y con carácter extraordinario cuando la convoque 
el Presidente por propia iniciativa o por solicitud de, al menos, 
el 20% de sus miembros.

La asistencia a las sesiones es obligatoria, salvo justifi-
cada causa de fuerza mayor, entendiéndose como renuncia al 
cargo la ausencia injustificada a tres consecutivas.
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Deberá convocarse con el oportuno orden del día, adop-
tándose los acuerdos por mayoría de votos, con el de calidad 
del Presidente, debiendo entenderse por tal mayoría la mitad 
más uno de sus miembros, sin computar las vacantes existen-
tes según lo previsto en estos Estatutos.

Las actas deberán ser aprobadas en la siguiente reunión 
de la Junta de Gobierno, quedando reflejado tal extremo en el 
orden del día de la convocatoria.

La Junta podrá invitar a sus sesiones a asesores del Co-
legio, o a otros colegiados si así lo estima oportuno, sin que 
tengan derecho a voto.

Artículo 40. Funciones.
Corresponde a la Junta de Gobierno el ejercicio de las 

siguientes funciones:
Velar por el cumplimiento y correcta ejecución de los 

acuerdos de la Asamblea General y promover las iniciativas 
que ésta le encomiende.

Resolver las peticiones de incorporación al colegio y las 
bajas de sus colegiados.

Administrar las normas y sanciones del Colegio y dispo-
ner de los recursos e inversiones.

Confeccionar, para su remisión a la Asamblea General, la 
memoria anual de actividades, la memoria económica, presu-
puestos de cuentas; así como los Reglamentos y normativas 
que procedan, incluso el Proyecto de Reforma de Estatutos.

Ejercer la potestad disciplinaria sobre las/los colegiadas/os.
Dirimir los conflictos que surjan en el ejercicio de la profe-

sión y ordenar los Turnos que se creen.
Fijar la fecha de celebración de la Asamblea y su orden 

del día. 
Informar a los colegiados y resolver sus consultas, quejas 

y peticiones.
Las de coordinación con los Consejos Andaluz y Estatal, 

ejecutando los acuerdos correspondientes.
Tomar todo tipo de acuerdos dirigidos al cumplimiento de 

los fines y funciones del Colegio siempre que no estén atri-
buidos a la Asamblea General o a la Presidencia y ordenar lo 
procedente para que sean ejecutados. En especial, acordar el 
ejercicio de acciones en nombre del Colegio.

Artículo 41. El/a Presidente/a del Colegio.
Corresponden al cargo de Presidenta/e, las siguientes 

atribuciones:
Representar al Colegio ante los poderes públicos, entida-

des, corporaciones y personas físicas y jurídicas.
Asistir como representante del Colegio a las Asambleas 

del Consejo General y a las del Consejo Andaluz. 
Presidir, convocar y dirimir los empates de la Asamblea 

General del Colegio y la Junta de Gobierno, así como firmar 
sus actas.

Autorizar los informes y solicitudes oficiales del Colegio 
que se dirijan a autoridades y Corporaciones.

Otorgar poderes para pleitos, generales y especiales, in-
cluso con capacidad para comparecer en juicio y responder 
interrogatorios.

Autorizar la apertura de cuentas corrientes bancarias, 
movimientos de fondos y constitución, modificación y cancela-
ción de garantías, avales, depósitos e hipotecas.

Artículo 42. El/a Vicepresidente/a del Colegio.
Corresponde al vicepresidente/a el ejercicio de las funcio-

nes que le sean delegadas por el Presidente, sustituyéndole 
en caso de ausencia, enfermedad o vacante.

Artículo 43. El/a Secretario/a del Colegio.
Corresponden al Secretario, las siguientes atribuciones:
Llevar los libros, documentos, registro y sello del Colegio.
Tramitar las solicitudes, comunicaciones y escritos que se 

reciban, dando cuenta al Presidente.

Redactar y firmar las Actas de las reuniones de la Asam-
blea General y Junta de Gobierno.

Redactar la memoria de la gestión anual.
Dirigir los servicios administrativos y ostentar la jefatura 

del personal administrativo y subalterno del Colegio.
Emitir informes a instancias del Presidente y la Junta de 

Gobierno y dar fé de los acuerdos y actos de la Corporación.

Artículo 44. El/a Tesorero/a del Colegio.
Corresponden al Tesorero las siguientes funciones:
Recaudar y custodiar los fondos del Colegio.
Llevar la contabilidad del Colegio, el inventario de sus bie-

nes, ordenar los pagos y libramientos que inste el Presidente 
y velar por el cumplimiento de las obligaciones fiscales de la 
Corporación.

Formular la cuenta general de tesorería, preparar el Pro-
yecto de presupuestos anuales, realizar arqueos y balances de 
situación, supervisando toda la actividad económico-financiera 
del Colegio.

Artículo 45. Los Vocales de la Junta de Gobierno.
Corresponden a los/as Vocales las siguientes funciones:
Les corresponde colaborar en las funciones de la Junta 

de forma general y en las áreas específicas que se les asig-
nen, asistiendo a sus reuniones y deliberaciones presidiendo 
las comisiones o ponencias que les atribuya la Junta.

Sustituir al Vicepresidente, Secretario y Tesorero en casos 
de ausencia, enfermedad o vacante, según indique en cada 
momento el Presidente.

El ejercicio de cuantas funciones expresamente les dele-
gue el Presidente.

Artículo 46. Las comisiones y grupos de trabajo.
Son aquellos órganos colegiados que se crean para finali-

dades concretas, careciendo de facultades decisorias.
A iniciativa de la Junta de Gobierno se podrá crear las 

Comisiones de Trabajo que se crean convenientes.
Cada una de las comisiones de Trabajo será coordinadas 

por al menos un miembro de la Junta de Gobierno

Capítulo III. La elección de la Junta de Gobierno

Artículo 47. Condiciones de elección.
Los cargos de la Junta se proveerán mediante elección 

directa en la que podrán participar todos los colegiados con 
pleno ejercicio de los derechos corporativos.

La duración del mandato de los cargos, en quienes con-
currirán los requisitos expresados en estos Estatutos, será de 
cuatro años con derecho a la reelección.

Para todos los cargos se exigirá a los candidatos, además 
un mínimo de seis meses de colegiación.

En ningún caso podrá un mismo candidato presentarse 
para dos cargos de la Junta de Gobierno.

Artículo 48. Electores.
Tendrán derecho a voto, secreto y directo, aquellos co-

legiados inscritos con, al menos un mes de antelación a la 
fecha de la convocatoria oficial de las elecciones, que estén 
al corriente del pago de las cuotas colegiales y no hayan sido 
sancionados/as por infracción grave o muy grave o condena-
dos/as por sentencia firme a la pena de inhabilitación mien-
tras dure el tiempo de cumplimiento.

El voto podrá ser emitido personalmente el día de la elec-
ción o por correo o sistemas similares, con las debidas garan-
tías de fiabilidad que establezca la Junta de Gobierno en la 
convocatoria electoral.

Artículo 49. Procedimiento electoral.
La convocatoria de elecciones deberá anunciarse por la 

Junta de Gobierno con un mes de antelación como mínimo a 
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la fecha de su celebración, debiendo comunicarse a todos los 
colegiados y difundirse en la forma más amplia posible, esta-
bleciéndose todos los plazos del proceso electoral.

La Junta, con al menos 20 días de antelación a la fecha 
electoral, hará pública la lista definitiva de los colegiados con 
derecho a voto, debiendo aquélla quedar expuesta en el tablón 
de anuncios del Colegio hasta la finalización del proceso.

Los colegiados podrán reclamar en los tres días hábiles 
siguientes al de exposición de la lista, mediante escrito dirigido 
a la Junta de Gobierno quien resolverá expresamente en el 
plazo de tres días hábiles siguientes.

Los colegiados que deseen ser candidatos deberán 
presentar su opción por escrito dirigido al Presidente en los 
quince primeros días naturales contados a partir de la fecha 
de la convocatoria.

Expirado dicho plazo, la Junta de Gobierno hará pública la 
lista de candidatos con expresión del cargo al que opta cada 
uno en un plazo de cinco días hábiles. Tras su publicación po-
drán impugnarse tales listas en otro plazo de cinco días hábi-
les, tras los que resolverá la Junta expresamente dentro de los 
tres días hábiles siguientes.

Los candidatos podrán agruparse en candidaturas com-
pletas, integrándose con tantos como cargos hayan de ser 
elegidos, debiendo tramitarla en la forma indicada quien en-
cabece el grupo.

La Mesa Electoral estará compuesta por un Presidente, 
un Secretario y un Vocal, designados por la Junta de Gobierno 
entre los colegiados que no se presenten a la elección y ten-
gan 6 meses de antigüedad en la Corporación; haciéndose 
públicos sus nombres al finalizar el proceso señalando en el 
apartado tercero, teniendo desde ese momento plenas com-
petencias para solventar cuantas incidencias surjan en el resto 
del proceso, según se indica en este artículo.

Los candidatos podrán designar interventores, que debe-
rán ser también colegiados, comunicándolo previamente a la 
Mesa.

Los colegiados votarán utilizando sólo una papeleta en la 
que se agruparán los candidatos por los cargos a los que op-
tan, indicando si pertenecen o no una candidatura múltiple.

El votante se identificará ante la mesa de forma feha-
ciente y documental, entregando la papeleta al Presidente 
quien la depositará en la urna, consignando en la lista el nom-
bre del votante.

Voto por correo. El voto podrá efectuarse también por co-
rreo, a tal efecto sólo se contabilizarán los votos que hayan 
sido enviados al Colegio con una antelación mínima de tres 
días a la fecha de la votación.

La papeleta de votación, irá en un sobre cerrado y éste 
a su vez en otro sobre cerrado en el que conste el nombre, 
dirección profesional y número de colegiado del/a votante, 
debiéndose adjuntar en el mismo sobre una fotocopia del Do-
cumento Nacional de Identidad del votante, siendo todo ello 
enviado por correo certificado con acuse de recibo dirigido 
al/a Presidente/a de la Mesa electoral., garantizándose así su 
secreto.

Resultarán nulos los votos colectivos, aunque el sobre 
lo remita una sola persona, de modo que cada sobre deberá 
contener para su validez un solo voto.

Terminada la votación personal en los horarios que se fi-
jen en la convocatoria, se procederá al escrutinio que será pú-
blico, contabilizando los votos obtenidos por cada candidato, 
leyéndose el nombre y cargo que figure en cada papeleta. Se 
considerarán nulos los votos emitidos a favor de quienes no 
sean candidatos, no estén suficientemente identificados, se 
altere el cargo para el que se ha presentado o contengan ta-
chaduras, frases o expresiones inconvenientes.

Escrutada la urna se pasará a computar los votos por 
correo que se hayan recibido hasta ese momento en sobre 
cerrado, identificado con fotocopia del DNI y firmado por el 

elector, depositado dentro de otro sobre, en la forma indicada, 
remitido al Sr. Presidente del Colegio, que entregará el Secre-
tario al Presidente de la Mesa Electoral.

La candidatura o los/as candidatos/as que obtengan ma-
yor número de votos serán elegidos/as para los respectivos 
cargos del Colegio. En el caso de que se produzca un empate 
a votos entre los/as candidatos/as individuales y las candida-
turas colectivas, resultarán elegidos/as los/as candidatos/as 
o las candidaturas que lleven más tiempo de ejercicio profe-
sional en el Colegio de Sevilla, teniéndose en cuenta en esta 
comparación la antigüedad de los/as colegiados/as que enca-
becen las distintas candidaturas.

Finalizado el escrutinio del que quedará constancia en 
Acta firmada por la Mesa y los interventores, debidamente 
expuesta; durante el día siguiente se podrán efectuar reclama-
ciones ante la Junta de Gobierno saliente que resolverá en el 
plazo de dos días hábiles siguientes.

Si la Junta de Gobierno entiende que deben anularse las 
elecciones lo comunicará al Consejo Andaluz y al Consejo Ge-
neral, debiendo convocar nuevas elecciones en el plazo de un 
mes. La Junta continuará en funciones hasta que sean procla-
mados los cargos de la nueva Junta elegida.

Resueltas las reclamaciones o sin que se formule ninguna, 
se procederá a la proclamación de los electos, debiendo tomar 
posesión en un plazo máximo de 15 días desde entonces.

De inmediato se comunicará a los Consejos Profesionales 
y a la Administración la composición de la nueva Junta.

Articulo 50. Ausencia de candidaturas.
Si no se hubiere presentado ninguna candidatura, se pro-

cederá a la convocatoria de nuevas elecciones para los pues-
tos en los que concurra tal circunstancia.

Articulo 51. Única candidatura.
En el supuesto de que no resultare proclamada más que 

una candidatura, se considerará elegida/o la/el candidata/o 
comprendida/o en la misma, sin que proceda votación alguna.

Dicha circunstancia será indicada en la comunicación y 
se pasará seguidamente a la toma de posesión e inicio de fun-
ciones sus cargos en el plazo máximo de 15 días. 

Artículo 52. De los ceses.
Los miembros de la Junta de Gobierno cesarán en sus car-

gos: por terminación del mandato, por renuncia, fallecimiento 
o incapacidad; por pérdida de las condiciones de elegibilidad 
consignadas en estos Estatutos; por condena en Sentencia 
firme o sanción corporativa que lleven aparejada inhabilita-
ción; moción de censura; baja como colegiado o inasistencia a 
las sesiones de las Juntas según se indica en este texto.

Si por cualquier causa, cesaran en su cargo la mitad más 
uno de los miembros de la Junta, se convocarán elecciones de 
forma inmediata para cubrir las vacantes existentes, agotando 
su mandanto legal el resto de los miembros, quienes seguirán 
actuando como Junta en el proceso electoral.

Articulo 53. Junta Gestora.
Si, por cualquier causa, los miembros de la Junta de Go-

bierno del Colegio quedaran reducidos a menos de cuatro o 
no existiera Presidencia ni Secretaría, ésta se transformará de 
manera automática en Junta Gestora o provisional que deberá 
convocar elecciones en el plazo de un mes según el procedi-
miento previsto en estos Estatutos.

Si no se presentara candidatura alguna, según lo dis-
puesto en el artículo 48 de estos Estatutos, la Junta saliente 
convocante tendrá el carácter de Junta gestora o provisional 
y deberá convocar nuevas elecciones en cuanto se den las 
condiciones para ello, realizando mientras tanto las tareas or-
dinarias de administración del Colegio.
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Capítulo IV. La moción de censura

Artículo 54. Moción de censura.
La Asamblea General podrá exigir responsabilidad el/a 

Presidente/a y a cualquier miembro de la Junta de Gobierno 
de forma individual o conjunta, mediante la adopción, por ma-
yoría absoluta, de un voto de censura.

La moción deberá ser propuesta por escrito razonado con 
la firma de, al menos, el 25 por ciento de los miembros que 
componen la Asamblea.

Si la moción resultase aprobada por la Asamblea Extraor-
dinaria, ésta designará en la misma sesión una Junta de Go-
bierno provisional que deberá convocar elecciones en el plazo 
de un mes según el procedimiento previsto en estos Estatu-
tos. En caso de no prosperar, los firmantes de la iniciativa no 
podrán promover otra, hasta transcurridos seis meses desde 
la fecha de celebración de la Asamblea.

TÍTULO VI. RÉGIMEN ECONÓMICO Y FINANCIERO

Artículo 55. Capacidad patrimonial.
El Colegio Oficial de Sevilla tiene plena capacidad patri-

monial para el debido cumplimiento de sus fines y total auto-
nomía para administrar y gestionar sus bienes, sin perjuicio de 
su necesaria contribución al sostenimiento del Consejo Anda-
luz y al Consejo General de Colegios.

Artículo 56. Recursos económicos ordinario.
Son recursos ordinarios del Colegio:
Las cuotas de inscripción, habilitación y traslado. Se 

exime del pago de cuotas a los colegiados que pasen a la si-
tuación de jubilación. 

Las cuotas ordinarias y extraordinarias que fije la Asam-
blea General a propuesta de la Junta de Gobierno.

El porcentaje que se fije reglamentariamente sobre los 
honorarios de los profesionales que sometan sus trabajos a 
supervisión o visado por el Colegio.

Los ingresos por venta de publicaciones, ingresos, sus-
cripciones, expedición de certificaciones, realización de dictá-
menes, asesoramientos y similares.

Los rendimientos de cualquier naturaleza que produzcan 
sus bienes, y derechos que integran su patrimonio, así como 
los que produzcan sus actividades y servicios.

Artículo 57. Recursos económicos extraordinarios.
Son recursos extraordinarios:
Las subvenciones, donaciones o ayudas de cualquier tipo 

que le sean concedidas por las Administraciones Públicas, 
Fundaciones, entidades públicas o privadas y por personas 
particulares.

Bienes y derechos que pasen a formar parte de su patri-
monio por herencia, legado, cesión, donación o cualquier otro 
título.

Los generados por rentas, dividendos, intereses y simila-
res procedentes de la gestión de sus recursos.

Cantidades y derechos que por cualquier concepto lícito 
le corresponda recibir.

TÍTULO VII. DEL RÉGIMEN DISCIPLINARIO

Capítulo I. Tipificación de infracciones y sanciones

Artículo 58. Potestades disciplinarias.
Corresponde a la Junta de Gobierno el ejercicio de la po-

testad disciplinaria sobre los colegiados de Sevilla.
Los miembros de la Junta de Gobierno quedan sujetos 

a la potestad disciplinaria del Consejo Andaluz conforme a 
lo previsto en el artículo 28.2 de sus Estatutos, en primera y 
única instancia, sin menoscabo de la potestad del Consejo Ge-
neral para sancionar las infracciones cometidas por aquéllos 

en relación con sus funciones de participación o representa-
ción en el Consejo General.

El ejercicio de la potestad disciplinaria se ajustará, en todo 
caso, a los principios que rigen la potestad sancionadora y el 
procedimiento sancionador de las Administraciones Públicas.

Artículo 59. Infracciones.
Serán sancionables todas las acciones y omisiones en 

que incurran los colegiados en el ejercicio profesional y que se 
hallen tipificados como faltas en estos Estatutos, sin perjuicio 
de lo dicho sobre los miembros de la Junta de Gobierno.

Las infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves:
Son infracciones leves:
La negligencia en el cumplimiento de los deberes profe-

sionales y de las obligaciones colegiales, siempre que éste no 
constituya infracción muy grave o grave.

La falta de respeto hacia otros colegiados.
Son infracciones graves:
El incumplimiento reiterado de la obligación de pago de 

las cuotas y cargas colegiales que implique su desatención por 
seis meses o más, siempre que se hayan sido formalmente 
requeridos por el Colegio.

El menosprecio grave, la injuria y las agresiones a otros 
colegiados, así como la ofensa grave de la dignidad de otros 
colegiados, de las personas que formen parte de los órganos 
de gobierno del Colegio, así como de las instituciones con 
quien se relacione como consecuencia de su ejercicio profe-
sional.

El incumplimiento de los acuerdos adoptados por los ór-
ganos del Colegio, del Consejo General y del Consejo Andaluz.

La reincidencia en la comisión de faltas leves. A tal efecto 
se entenderá por reincidencia la comisión de, al menos, cinco 
infracciones leves en el plazo de dos años.

El incumplimiento de los deberes profesionales cuando 
causen perjuicio a quienes hayan solicitado o concertado la 
actuación profesional.

El incumplimiento de las obligaciones que, respecto a los 
colegiados, se establecen en las leyes vigentes y en estos Es-
tatutos.

La comisión de actos ilícitos que impidan o alteren el nor-
mal funcionamiento del Colegio o de sus órganos de gobierno.

El encubrimiento del intrusismo profesional.
La comisión de, al menos, cinco infracciones leves en el 

plazo de dos años.
Son infracciones muy graves:
La comisión de delitos en cualquier grado de participa-

ción, como consecuencia del ejercicio de la profesión.
El incumplimiento culpable de las obligaciones deonto-

lógicas y los deberes profesionales, cuando resulte perjuicio 
grave para las personas que hayan solicitado o concertado la 
actuación profesional.

La reincidencia en faltas graves. A tal efecto se entenderá 
por reincidencia la comisión de, al menos, dos infracciones 
graves en el plazo de dos años.

La negligencia en el cumplimiento de los deberes profe-
sionales cuando resulte perjuicio grave a quienes hayan solici-
tado o concertado la actuación profesional.

La vulneración del secreto profesional.
Atentar contra los intereses de los consumidores y usua-

rios en relación con los servicios profesionales prestados por 
los colegiados, cuando se cause grave perjuicio.

La comisión de, al menos, dos infracciones graves en el 
plazo de dos años.

Artículo 60. Sanciones.
La comisión de los actos tipificados en el artículo anterior, 

podrá determinar, tras la instrucción del oportuno procedi-
miento, la imposición de las siguientes sanciones:

Para las infracciones leves: Apercibimiento por escrito o 
amonestación privada.
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Para las graves: Amonestación pública, suspensión del 
ejercicio profesional por un período de hasta seis meses y/o 
privación temporal del derecho a desempeñar cargos corpora-
tivos por un periodo de hasta un año.

Para las muy graves: Suspensión de la condición de co-
legiado por un periodo máximo de dos años o expulsión del 
Colegio.

En todo caso, para su graduación se atenderá al principio 
de proporcionalidad entre infracción y sanción.

Artículo 61. Prescripción.
Las infracciones leves prescribirán a los seis meses, las 

graves a los dos años y las muy graves a los tres años, con-
tados a partir de día en que se produjeron los hechos que la 
motivaron.

Interrumpirá la prescripción la iniciación, con conoci-
miento del interesado, del proceso sancionador, reanudándose 
el plazo de prescripción si el expediente se paralizase durante 
más de un mes por causa no imputable al colegiado.

Las sanciones firmes prescribirán al año para las infrac-
ciones leves, a los dos años para las graves y a los tres años 
para las muy graves, a contar desde el día en que la resolu-
ción sancionadora adquiera firmeza.

Interrumpirá la prescripción, la ejecución, con conoci-
miento del colegiado, del procedimiento de ejecución, vol-
viendo a reanudarse el plazo si la ejecución se paraliza du-
rante más de un mes, por causa no imputable al infractor.

Capítulo II. Procedimiento sancionador

Artículo 62. Actuaciones previas y expediente sancionador.
Con anterioridad al inicio del procedimiento sancionador, 

se podrán realizar actuaciones previas con objeto de determi-
nar con carácter preliminar si concurren circunstancias que 
justifiquen tal iniciación.

En especial, estas actuaciones se orientarán a determi-
nar, con la mayor precisión posible, los hechos susceptibles de 
motivar la incoación del procedimiento, la determinación del 
o los responsables y las circunstancias relevantes que concu-
rran en uno u otros.

Para la imposición de sanciones de cualquier naturaleza, 
será preceptiva la apertura de expediente sancionador, a cuyo 
efecto el Presidente/a designará, previo acuerdo de la Junta de 
Gobierno, un Instructor que podrá ser cualquier colegiado/a,
salvo quienes formen parte de la Junta de Gobierno, y al que 
se aplicará el procedimiento legal de abstención y recusación.

La apertura del expediente, que contendrá un relación su-
cinta de los hechos constitutivos de la infracción y de las san-
ciones que pudieran ser objeto de aplicación, deberá comuni-
carse personalmente y de forma fehaciente por el Secretario 
del Colegio, al interesado a fin de que evacue, en un plazo 
improrrogable de 15 días hábiles el correspondiente pliego de 
descargos, efectuando cuantas alegaciones estime pertinen-
tes y proponiendo cuantas pruebas estime necesarias.

La no formulación de alegaciones de descargo no impe-
dirá la continuación del expediente.

Practicadas en su caso las pruebas propuestas por el in-
teresado/a y las que de oficio haya acordado el Instructor, éste 
elevará propuesta de resolución a la Junta en un plazo de diez 
días, a fin de que dicte la oportuna resolución en otro plazo de 
veinte días hábiles.

En todo lo no contemplado en este artículo sobre el pro-
cedimiento sancionador a seguir, será de aplicación lo previsto 
en el Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, que regula el 
procedimiento para el ejercicio de la potestad sancionadora o 
norma que lo sustituya.

Artículo 63. Resolución de expedientes.
1. La resolución de la Junta que será motivada y no podrá 

referirse a hechos distintos de los que sirvieron de base al 

pliego de cargos y propuesta del Instructor, deberá comuni-
carse por escrito y fehacientemente al interesado, en la forma 
expresada en el artículo anterior.

En su adopción no podrán intervenir ni el Instructor ni 
quienes hayan actuado por cualquier motivo en el expediente.

2. La resolución que ponga fin al expediente deberá dic-
tarse en el plazo de seis meses desde su, inicio, teniendo en 
cuenta las posibles interrupciones de su cómputo por causa 
imputable al interesado. Transcurrido el plazo de caducidad, la 
Junta de Gobierno emitirá, a solicitud del interesado, certifica-
ción en la que conste que ha caducado el procedimiento y se 
han archivado las actuaciones. 

Contra la resolución que ponga fin al expediente el intere-
sado podrá interponer recurso de alzada ante el Consejo An-
daluz, conforme al artículo 34 de sus Estatutos.

Agotada la vía corporativa en esa segunda instancia, el 
colegiado tendrá acceso a la vía contencioso-administrativa, 
según ordenan los Leyes reguladoras.

TÍTULO VIII. EL RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS ACTOS 
COLEGIALES

Artículo 64. Eficacia en los actos y acuerdos.
Los actos y acuerdos de la Asamblea General y de la 

Junta de Gobierno son inmediatamente ejecutivos, salvo que 
en los mismos y de forma expresa se establezca lo contrario. 
No obstante, su eficacia quedará demorada cuando así lo exija 
su contenido o se halle supeditada a su notificación.

Artículo 65. Libro de actas.
El Colegio llevará dos Libros de Actas, autorizados por las 

firmas del Presidente/a y Secretario/a, en los que constarán 
los actos y acuerdos de Asamblea y Junta de Gobierno; así 
como un Registro General de entradas y salidas, llevado por el 
Secretario para la debida gestión y constancia documental de 
cuanto sea necesario.

Artículo 66. Nulidad de pleno derecho.
Los actos del Colegio Oficial serán nulos de pleno en los 

siguientes supuestos:
Los que lesionen los derechos y libertades susceptibles 

de amparo constitucional.
Los dictados por órgano manifiestamente incompetente, 

en razón de la materia o el territorio.
Los que tengan un contenido imposible.
Los que sean constitutivos de infracción penal o se dicten 

como consecuencia de esta.
Los dictados prescindiendo total y absolutamente del pro-

cedimiento legalmente establecido o de las normas que con-
tienen las reglas esenciales para la formación de la voluntad 
de los órganos colegiados de la Corporación.

Los actos expresos o presuntos contrarios al Ordena-
miento Jurídico por los que se adquieren facultades o dere-
chos cuando se carezca de los requisitos esenciales para su 
adquisición.

Cualquier otro que se establezca expresamente en una 
disposición con rango legal.

Artículo 67. Anulabilidad.
Serán anulables aquellos actos colegiales que incurran 

en cualquier infracción del Ordenamiento Jurídico aplicable, 
incluso la desviación de poder.

No obstante, el defecto de forma solo determinará la anu-
labilidad cuando el acto carezca de los requisitos formales in-
dispensables para alcanzar su fin o de lugar a indefensión de 
los interesados.

La realización de actos fuera del tiempo establecido para 
ello sólo implicará su anulabilidad cuando así lo imponga la 
naturaleza del término o plazo.
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Artículo 68. Recursos.
Contra las resoluciones expresas o tácitas del Colegio de Se-

villa podrá interponerse recurso de alzada en los términos y plazos 
previstos en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, ante el Consejo 
Andaluz de Colegios Oficiales de Diplomados en Trabajo Social y 
Asistentes Sociales en los términos previstos en sus Estatutos.

Las resoluciones del Consejo Andaluz que resuelvan los 
recursos de alzada ponen fin a la vía administrativa y son re-
curribles en sede contencioso-administrativa ante los órganos 
jurisdiccionales con sede en Sevilla capital, salvo la interposi-
ción potestativa ante aquél de recurso de reposición, según el 
artículo 116 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

Están legitimados para recurrir los actos colegiales:
Cuando se trate de actos o acuerdos con efectos jurídicos 

individualizados: los titulares de un derecho subjetivo o un in-
terés legítimo.

Cuando se trate de actos o acuerdos que afecten a una 
pluralidad de colegiados o al Colegio en sí mismo: cualquier 
colegiado.

TÍTULO IX. DE LAS DISTINCIONES Y PREMIOS

Artículo 69. Regulación.
Los colegiados podrán ser distinguidos y premiados por 

Acuerdo de la Asamblea General, a propuesta de la Junta de 
Gobierno o de colegiados que representen el 5 por ciento del 
censo, en atención a sus méritos profesionales, colaboración 
con el Colegio y tiempo de dedicación, así como por su cuali-
dades relevantes en la promoción del Trabajo Social.

TÍTULO X. DISOLUCIÓN DEL COLEGIO

Artículo 70. Disolución.
El acuerdo de disolución del colegio deberá tomarse en 

Asamblea General Extraordinaria con presencia o representa-
ción de la mitad más uno del censo de colegiados y por vota-
ción a favor de dos tercios de los presentes .En el acuerdo se 
aprobará el destino que se ha de dar a los bienes y fondos del 
Colegio y que siempre revertirán en entidades sin ánimo de 
lucro vinculadas con el Trabajo Social. 

Del acuerdo, junto con la memoria, propuesta de liquida-
ción, inventario y auditorías en la forma prevista en las normas 
vigentes en Andalucía, se dará inmediato traslado al Consejo 
Andaluz, al Consejo General y a la Administración de la Junta 
de Andalucía, para su conocimiento y aprobación.

La Junta de Gobierno, previa autorización de la Adminis-
tración, actuará en liquidación del patrimonio colegial, de con-
formidad con las Leyes vigentes.

TITULO XI. FUSIÓN Y SEGREGACIÓN

Artículo 71. Fusión y segregación.
La fusión del Colegio Oficial con otro u otros de la misma 

profesión deberá aprobarse por Asamblea General Extraordi-
naria con presencia o representación de la mitad más uno del 
censo de colegiados y por votación a favor de dos tercios de 
los presentes o representados. El acuerdo deberá aprobar el 
procedimiento de subrogación en las relaciones y situaciones 
jurídicas con el Colegio preexistente y la relación de derechos, 
bienes y obligaciones que pasen a la titularidad del nuevo Co-
legio, así como la memoria justificativa de los motivos, causas 
y conveniencia del nuevo colegio profesional.

De todo ello se dará traslado al Consejo Andaluz, al Con-
sejo General y al órgano competente de la Junta de Andalucía.

TÍTULO XII. DE LA MODIFICACIÓN DEL ESTATUTO 
PARTICULAR DEL COLEGIO

Artículo 72. Procedimiento.
Para la modificación de los Estatutos del Colegio, que po-

drá ser total o parcial, se constituirá una Comisión de Redac-

ción, compuesta por el Presidente del Colegio y tres vocales 
de la Junta de Gobierno. La modificación se efectuará a pro-
puesta de un número mínimo de veinticinco colegiados o por 
iniciativa de la Junta de Gobierno.

Elaborado el texto de la modificación, se le dará la sufi-
ciente difusión, mediante su publicación en tablón de anuncios 
del Colegio y se insertará en la página web del Colegio para el 
conocimiento de todos los colegiados, al objeto de que los mis-
mos puedan efectuar alegaciones y proponer las enmiendas 
que estimen oportunas durante un plazo de veinte días hábi-
les. El texto permanecerá en la sede del Colegio a disposición 
de cualquier colegiado para su consulta.

Finalizado el plazo a que se refiere el apartado anterior, 
la modificación deberá aprobarse por la Asamblea General del 
Colegio por mayoría de dos tercios de los colegiados presen-
tes o legalmente representados, en la sesión extraordinaria 
convocada al efecto.

Aprobada la modificación estatutaria, y previo informe del 
Consejo Andaluz de Colegios Oficiales de Diplomados en Tra-
bajo Social y Asistentes Sociales, se someterá a la calificación 
de la legalidad, aprobación definitiva y posterior inscripción en 
Registro de Colegios Profesionales, de acuerdo con lo estable-
cido en el artículo 22 de la Ley 10/2003, de 6 de noviembre, 
de Colegios Profesionales de Andalucía.

Disposición transitoria.
Los procedimientos iniciados en el Colegio con anteriori-

dad a la entrada en vigor de estos Estatutos seguirán su curso 
hasta su resolución, conforme a la normativa anterior.

Disposición derogatoria.
El presente texto deroga en su integridad a los Estatutos 

anteriores.

Disposición final.
Los Estatutos entraran en vigor al día siguiente de la pu-

blicación en el BOJA de la resolución aprobatoria por la Junta 
de Andalucía o a los seis meses desde la presentación de los 
mismos en la Consejería competente si no se dicta resolución 
expresa. Debiendo remitirse este Estatuto al Consejo Andaluz 
de Colegios y al Consejo General de Colegios. 

 ORDEN de 15 de julio de 2010, por la que se 
efectúa la convocatoria, para el ejercicio 2010, de las 
subvenciones destinadas a financiar los préstamos con-
certados por las Diputaciones Provinciales andaluzas 
con entidades de crédito para la ejecución de proyectos 
de obras y servicios realizados por las Corporaciones 
Locales, en colaboración con el Servicio Público de Em-
pleo Estatal y de acuerdo con el Programa de Fomento 
del Empleo Agrario.

Mediante el Decreto 310/2009, de 28 de julio (BOJA 
núm. 148, de 31 de julio), se establecieron las bases regulado-
ras y la convocatoria para el ejercicio 2009 de las subvencio-
nes destinadas a financiar los préstamos concertados por las 
Diputaciones Provinciales andaluzas con entidades de crédito 
para la ejecución de proyectos de obras y servicios realizados 
por las Corporaciones Locales, en colaboración con el Servi-
cio Público de Empleo Estatal y de acuerdo con el Programa 
de Fomento del Empleo Agrario. En la disposición adicional 
segunda, apartado 1 de dicho Decreto se establece que la per-
sona titular de la Consejería de Gobernación (actualmente de 
Gobernación y Justicia de conformidad con el artículo 2 del 
Decreto del Presidente 14/2010, de 22 de marzo, sobre rees-
tructuración de Consejerías) aprobará, anualmente, mediante 
Orden la correspondiente convocatoria de subvenciones a las 
Diputaciones Provinciales andaluzas. 


